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Con un territorio de 112,492 km² y una 
población cercana a los 10 millones de 
personas (46.6% hombres y 53.4% mujeres) 
(INE, 2024a), Honduras es el segundo país 
más extenso de Centroamérica después 
de Nicaragua y el segundo más poblado, 
después de Guatemala. Es un país 
pluriétnico, plurilingüe y multicultural; se 
estima que los pueblos indígenas y 
afrohondureños (PIAH) representan 
alrededor del 11% de la población total (INE, 
2024a) y residen mayoritariamente en 
zonas rurales. El país presenta una 
estructura demográfica 
predominantemente joven y se encuentra 
en etapa de bono demográfico, 
caracterizada por el aumento de la 
población en edad de trabajar y la 
disminución relativa de la población menor 
de 15 años, lo que ofrece condiciones 
favorables para el desarrollo económico.
Honduras cuenta con una importante 
riqueza en recursos naturales y minerales, 
así como con una amplia diversidad de 
ecosistemas —bosques húmedos, 
nubosos, secos, de manglar, pinar y 
lluviosos— que sostienen la vida y 
actividades productivas clave 

(ONU-Habitat, 2024). No obstante, el país 
registra un Índice de Desarrollo Humano de 
0.645, ubicado en la categoría de 
desarrollo medio y en la posición 139 de 193 
países (PNUD, 2025a), siendo el más 
rezagado de Centroamérica y de América 
Latina y el Caribe, superando únicamente a 
Haití. Asimismo, ocupa la posición 107 de 
170 países en el Índice de Desigualdad de 
Género (PNUD, 2023), lo que refleja 
persistentes brechas de igualdad entre 
mujeres y hombres (PNUD, 2025b).

Este documento presenta el Análisis de 
País (UNCA, por sus siglas en inglés) de 
Honduras, cuyo objetivo es aportar 
información clave para comprender las 
principales brechas de desarrollo, sus 
causas, y otros desafíos actuales y 
emergentes. El UNCA se elabora cada 
cuatro años y se revisa anualmente bajo el 
liderazgo de la Oficina del Coordinador 
Residente del Sistema de Naciones Unidas, 
con la participación del equipo de país y 
actores relevantes, y sirve de base para la 
estrategia de cooperación del Sistema. El 
análisis alimentará el ciclo de 
programación del próximo Marco de 
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Cooperación del Sistema de Naciones 
Unidas para el Desarrollo Sostenible 
2027-2031.

Actualmente, el Sistema de Naciones 
Unidas en Honduras está conformado por 
24 agencias, fondos y programas, 
residentes y no residentes, que trabajan 
bajo el enfoque del triple nexo: i) acciones 
humanitarias de atención inmediata a las 
personas más vulnerables afectadas por 
crisis y con necesidades básicas; ii) 
acciones de desarrollo que atienden las 
problemáticas estructurales y construyen 
bienestar de forma sostenible, 
fortaleciendo capacidades nacionales y 
locales; iii) acciones enfocadas a la 
construcción de sociedades pacíficas, 
justas e inclusivas que proporcionen 

igualdad de acceso a la justicia y se basen 
en el respeto de los derechos humanos 
(incluido el derecho al desarrollo), en un 
estado de derecho efectivo y una buena 
gobernanza a todos los niveles, así como 
en instituciones transparentes y eficaces 
que rindan cuentas (OCHA, 2017 y 
Asamblea General, 2015). Este enfoque es 
especialmente relevante en Honduras, 
donde las vulnerabilidades estructurales 
hacen que los choques de violencia, clima 
o economía generen necesidades 
humanitarias persistentes y exijan 
soluciones integrales y sostenibles. El 
principio de no dejar a nadie atrás, central 
en la Agenda 2030, orienta este análisis 
hacia la identificación de factores 
interseccionales de exclusión y la atención 
de las poblaciones tradicionalmente 
rezagadas. En Honduras, estos grupos 
incluyen, entre otros, a niños, niñas, 
adolescentes y jóvenes, mujeres, pueblos 
indígenas y afrohondureños, personas con 
discapacidad, población LGBTQIA+ , 
personas refugiadas, migrantes y 
desplazadas internamente por la 
violencia (SNU, 2021).

La elaboración del Análisis de País se basa 
en análisis documental de fuentes 
secundarias; análisis estadístico 
descriptivo de microdatos de encuestas 
nacionales; análisis económico; un taller 
de creación de sentido (sensemaking) 
con el equipo del UNCT; y 13 talleres de 
consulta con 241 participantes 
provenientes de pueblos y mujeres 
indígenas, jóvenes, colectivos LGBTQIA+, 
personas con discapacidad, 
organizaciones de la sociedad civil, 
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sindicatos, academia, cooperación 
internacional, actores humanitarios y 
gobierno, entre otros.

El documento se estructura en cinco 
apartados: El primero analiza la 
conflictividad y sus raíces históricas y 
territoriales. El segundo examina el estado 
de derecho, la democracia, la justicia, la 
seguridad ciudadana y el desempeño 
institucional. El tercero aborda la reducción 
de la pobreza y las desigualdades, con 
énfasis en protección social, educación, 
salud y nutrición. El cuarto analiza el 
crecimiento económico, el empleo, la 
productividad, el manejo sostenible del 
territorio y los riesgos del cambio climático, 
proponiendo rutas para acelerar el 
cumplimiento de los ODS. El quinto 
apartado examina desafíos emergentes, 
incluyendo la movilidad humana y el 
financiamiento para el desarrollo, seguido 
de reflexiones finales.
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“El principio de no dejar a nadie atrás, 
central en la Agenda 2030, orienta este 
análisis hacia la identificación de 
factores interseccionales de exclusión y la 
atención de las poblaciones 
tradicionalmente rezagadas.”
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Capítulo 1.
Desarmar nudos estructurales: hacia 

nuevas formas de gestionar la 
conflictividad
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En Honduras, se identifican al menos tres 
campos o ejes interdependientes de 
conflictividad: político-institucional, 
socio-económico, territorial y 
socio-ambiental. Además, se destacan 
dos formas predominantes de violencias: 
violencia criminal y control territorial por 
parte de grupos armados / narcotráfico y 
violencia basada en género (VBG).  
  
En el primer eje, los conflictos se relacionan 
con la gobernabilidad, el funcionamiento 
del Congreso, la polarización, las disputas 
por el control del poder y los recursos 
estatales. Según ASJ (2022; 2023), estas 
formas de conflictividad son frecuentes y 
tienden a agudizarse en contextos 
electorales. PNUD (2022a), por su parte, 
asocia este tipo de conflictividad a déficits 
democráticos en cultura, ciudadanía e 
institucionalidad, la fragilidad del Estado, y 
los sistemas de justicia que no funcionan 
por corrupción e impunidad, aspectos que 
contribuyen a diversos escenarios de 
ingobernabilidad y restricción de derechos 
políticos y civiles.   

Por su parte, la conflictividad 
socioeconómica se asocia a la pobreza, el 
empleo precario, el costo de vida y el 
acceso desigual a servicios públicos. En 
este eje, las tensiones se expresan como 
demandas a una respuesta estatal por 
mejorar las condiciones de vida y atender 
necesidades básicas. Frente a escenarios 
de múltiples privaciones, la conflictividad 
suele reactivarse ante choques (inflación, 
desastres, crisis sanitarias) o ante la 
percepción de expectativas fallidas en la 
acción pública (PNUD, 2022a). En esta 
lógica, la conflictividad actúa como 
mecanismo de ajuste social frente a un 
Estado con cobertura limitada de 
protección social y con mercado laboral 
débil y alta informalidad (PNUD, 2022a: 
297). 
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En tercer lugar, la conflictividad 
socioambiental está fuertemente 
conectada con disputas por tierra y 
recursos naturales, bienes comunes, 
concesiones y proyectos extractivos, 
algunos de ellos otorgados sin observar los 
requisitos establecidos en la normativa 
ambiental y minera, sin procesos de 
participación ciudadana, con limitaciones 
al acceso a la información, y con falta de 
procesos de consulta y consentimiento 
libre, previo e informado y regulación, 
particularmente en territorios indígenas y 
afrohondureños (OACNUDH, 2024; CESPAD, 
s. f.). Este tipo de conflictividad, en la cual 
persisten tensiones y enfrentamientos 

entre comunidades locales, campesinas, 
PIAH con empresas que no observan 
principios de debida diligencia así como 
autoridades del Estado, en un contexto de 
profunda asimetría de poder, destaca 
como uno de los ámbitos con mayor 
potencial de escalamiento violento y de 
vulneración de derechos. En 2022, el 
conflicto de tierras, históricamente visible 
en el Aguán, se extendió a otras áreas y se 
asoció con desalojos violentos y 
escaladas de violencia, en un contexto de 
múltiples actores con posiciones 
antagónicas (ASJ, 2022). 

Finalmente, Honduras registra una de las 
tasas más altas de la región en muertes 
violentas de mujeres y femicidios (CEPAL, 
2025a).  A ello se suman desafíos 
persistentes en la prevención, 
investigación y sanción de la violencia 
contra mujeres y niñas, incluyendo altos 
niveles de impunidad y limitaciones en la 
capacidad institucional y el acceso 
efectivo a la justicia, especialmente para 
mujeres rurales, indígenas, 
afrohondureños y defensoras de derechos 
humanos (CEDAW, 2022; CIDH, 2025). En el 
marco de las conflictividades sociales y 
territoriales del país, la VBG se configura 
tanto como una manifestación de 
desigualdades estructurales como un 
factor que profundiza la fragmentación 
social y debilita la cohesión comunitaria. 
  
La conflictividad y las violencias en 
Honduras tienen una expresión letal que 
se refleja en elevadas tasas de homicidios. 
El Gráfico 1 ilustra la evolución de las tasas 
de homicidios por 100,000 habitantes 



(total, hombres y mujeres) entre 2006 y 
2024, reflejando fluctuaciones al alza y a la 
baja en el período. Si bien se observa una 
tendencia consistentemente decreciente 
desde 2011 para la tasa total - de 86.5 en 
2011 a 27.2 en 2024, reflejando un progreso 
considerable en indicadores asociados al 
ODS 16 - Honduras continúa 
manteniéndose por encima del promedio 
regional en este indicador y sigue siendo 
uno de los países más violentos de 
América Latina y el Caribe (UNODC, 2023). 
Como referencia, en 2021, las tasas de 
homicidios global y regional ascendieron a 
5.8 y 15 por 100,000 habitantes (UNODC, 
2023), respectivamente, mientras que 
Honduras reflejó valores superiores a 40 
por 100,000 en el mismo período.
   
En Honduras, la mayoría de las víctimas de 
homicidios son hombres. En 2024, la tasa 
de homicidios de hombres ascendió a 50.8 
por 100,000, mientras que la tasa fue de 4.7 
por 100,000 mujeres. Estas tasas se 
mantienen por encima de los promedios 
globales (9.3 por 100,000 hombres y 2.2 por 
100,000 mujeres) y de ALC (27 por 100,000 
hombres y 3.4 por 100,000 mujeres) 
(UNODC, 2023), pero reflejan que la 
tendencia en Honduras se replica a nivel 
global. 

Las tendencias en las tasas, sin embargo, 
reflejan patrones diferenciados: menor 
variabilidad en la tasa de homicidios de 
mujeres en el período, e incrementos 
puntuales (2011-2013; 2022-2023) aún en 
períodos de reducción de las tasas 
nacionales. Datos del Observatorio 
Nacional de la Violencia indican que en 

Honduras, de 2005 a 2024, se registraron 
7,746 muertes violentas de mujeres y 
femicidios (Observatorio Nacional de 
Violencia, 2024). Lo anterior sugiere 
factores sociales diferenciados de 
generación y perpetuación de violencia, 
así como la necesidad de promover 
medidas especializadas más eficaces 
para reducir la VBG, y en particular, los 
femicidios. En particular, se conoce que los 
perpetradores de muertes violentas hacia 
las mujeres tienden a ser parejas íntimas, 
mientras que los perpetradores de 
homicidios a los hombres no. 
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La VBG se configura tanto como una 
manifestación de desigualdades 
estructurales como un factor que 
profundiza la fragmentación social y 
debilita la cohesión comunitaria.



11 Cifras de homicidios sin desagregación previo a 2006. 2024 refleja los mínimos valores de la serie.
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Gráfico 1:
Evolución de tasa de homicidios

por 100,000 habitantes (total, hombres y mujeres)
(2006-2024)11
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Las distintas manifestaciones de 
conflictividad y violencias en Honduras 
también se encuentran estrechamente 
relacionadas con las dinámicas de 
movilidad humana, especialmente con los 
desplazamientos forzados. La persistencia 
de conflictos por tierra y recursos, la violencia 
armada, la criminalidad organizada y la 
discriminación estructural generan entornos 
inseguros que obligan a miles de personas a 
abandonar sus hogares en busca de 
protección y mejores oportunidades. Por 
ejemplo, se estima que la violencia ejercida 
por grupos criminales -extorsiones, 
reclutamiento forzado de niñas, niños y 
adolescentes, violencia contra mujeres, 
control territorial y despojo de vivienda, tierra 
y propiedad (VTP), agravados por la pobreza 
y los eventos climáticos extremos- han 
provocado el desplazamiento interno de 
247,090 personas entre 2004 y 2018 (ACNUR, 
2019),  No obstante, al tratarse de un estudio 
realizado en 2019, es probable que esta cifra 
no refleje plenamente la evolución reciente 
del fenómeno, y podría estar subestimada 
debido  a la falta de registros actualizados 
y/o temor de las personas encuestadas de 
auto definirse como personas desplazadas 
por razones de seguridad. Asimismo, la 
conflictividad socioambiental y agraria, 
especialmente en zonas rurales e indígenas, 
ha derivado en desalojos violentos y 
desplazamientos forzados, mientras que la 
VBG y la discriminación contra mujeres, 
niñas y colectivos LGBTQIA+ incrementan la 
vulnerabilidad y el riesgo de desplazamiento 
de estos grupos. Estas dinámicas de 
desplazamiento forzado no sólo reflejan las 
debilidades del Estado para garantizar 
derechos y seguridad, sino que también 
agravan la fragmentación social y la 

exclusión, perpetuando ciclos de pobreza y 
desigualdad.

La territorialización de la conflictividad en 
Honduras revela que las regiones críticas no 
son únicamente aquellas con mayores 
niveles absolutos de violencia, sino también 
aquellas donde el rezago estructural, la 
exclusión histórica y la debilidad institucional 
se combinan para generar conflictos 
persistentes y de difícil resolución. En estos 
territorios, particularmente rurales, 
fronterizos, indígenas y afrohondureños, la 
limitada presencia estatal y las respuestas 
predominantemente coercitivas tienden a 
agravar tensiones ya existentes. Abordar 
estas dinámicas requiere estrategias 
territorializadas, que fortalezcan 
capacidades locales, reduzcan brechas 
regionales y transformen la presencia 
estatal desde una lógica 
predominantemente reactiva y coercitiva 
hacia una presencia integral, legítima y 
orientada a derechos, articulada bajo el 
marco del triple nexo 
(humanitario–desarrollo–paz).

La reproducción de los conflictos en 
Honduras responde a diversos factores, 
incluyendo déficits de diálogo, articulación y 
equidad en la toma de decisiones, pero 
también existen alternativas viables de 
reversión basadas en gobernanza 
democrática, participación informada y 
fortalecimiento de capacidades territoriales. 
La sostenibilidad y escalabilidad de estas 
alternativas requieren superar limitaciones 
estructurales, institucionalizar el pluralismo 
jurídico y garantizar la protección de 
derechos, especialmente para los grupos 
más vulnerables.
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El ecosistema institucional alrededor de la 
conflictividad y las violencias en Honduras es 
amplio pero fragmentado, y refleja brechas 
de capacidades y financiamiento. Las 
brechas de capacidad tienden a 
concentrarse en al menos cinco áreas. La 
primera es la capacidad de prevención, 
análisis y alerta temprana a nivel territorial: 
sin sistemas robustos de información y con 
desiguales capacidades municipales, la 
respuesta suele llegar tarde o ser puramente 
reactiva. PNUD (2022b) destaca que las 
brechas en capacidades estadísticas y de 
planificación a nivel municipal, limitan la 
identificación temprana de riesgos y la 
implementación de estrategias de 
prevención adaptadas al contexto local. 
Aunado a ello, hay una falta de claridad en 
las funciones y mandatos de instituciones 
claves que están involucradas en el manejo 
de conflictos. Esta fragmentación, junto con 
la ausencia de coordinación 
interinstitucional efectiva, decisiones 
contradictorias, concesiones superpuestas, 
vacíos regulatorios y respuestas reactivas 
que profundizan la conflictividad. 

La segunda es la capacidad investigativa y 
judicial efectiva bajo estándares de 
derechos humanos. La OACNUDH expone 
preocupaciones por debida diligencia y por 
riesgos asociados a medidas de excepción 
que amplían facultades sin controles 
adecuados (OACNUDH, 2024). En esta línea, 
el Comité CEDAW(2022) ha señalado la 
persistencia de altos niveles de violencia de 
género y la falta de debida diligencia en su 
investigación y sanción, así como la 
insuficiente especialización y recursos del 
sistema judicial para garantizar el acceso 
efectivo de las mujeres a la justicia.  La 

tercera se refiere a los vacíos de datos que 
limitan un enfoque de no dejar a nadie atrás. 
Las fuentes disponibles permiten aproximar 
magnitudes de violencia letal, 
desplazamiento y riesgos en sectores 
específicos, pero no consolidan un sistema 
nacional integrado de medición de 
conflictividad con desagregaciones 
robustas (sexo, edad, pertenencia étnica, 
discapacidad, condición migratoria) para 
todos los tipos de conflicto. Tampoco se 
observan estimaciones consistentes del 
costo económico de la conflictividad 
(pérdida de aprendizaje, productividad, 
gasto en seguridad privada, inversión 
desplazada), lo cual sería clave para 
priorización presupuestaria y diálogo con el 
sector privado. En sintonía con lo anterior, se 
identifican oportunidades para continuar 
fortaleciendo las capacidades de protección 
diferenciada para desproporcionadamente 
impactados por la conflictividad incluyendo 
protocolos y rutas de acceso a justicia. 
OACNUDH destaca, entre otros aspectos, la 
persistencia de barreras estructurales en el 
acceso a la justicia para las personas 
LGBTQIA+, así como la existencia de vacíos 
normativos y la necesidad de fortalecer 
protocolos institucionales en este ámbito. 

Finalmente, se identifican brechas en las 
capacidades para sostener la continuidad 
de servicios esenciales en contextos de 
violencia (ACNUR, Save the Children y 
Comité Nacional de Docentes, 2024); 
situación que se ha visto agravada por los 
recientes recortes de financiamiento 
internacional, que han reducido o 
suspendido servicios clave de protección y 
atención a mujeres y niñas en alto riesgo (UN 
Women, 2025; WRC, 2025). 



21

La experiencia del SNU en el abordaje de la 
conflictividad aporta lecciones operativas 
relevantes: (i) la necesidad de anclar la 
acción en coordinación interinstitucional y 
en fortalecimiento municipal para construir 
soluciones territoriales donde se expresan 
los conflictos; (ii) la utilidad de integrar 
protección con medios de vida y educación 
como estrategias de resiliencia (ACNUR, 
2025);  (iii) la importancia de sostener un 
enfoque de derechos humanos en políticas 
de seguridad, especialmente bajo estados 
de excepción, para evitar que la respuesta 
genere agravios adicionales y, por ende, 
más conflictividad (OACNUDH, 2024); y (iv) la 
necesidad de garantizar la participación 
sustantiva de mujeres —incluidas lideresas 
comunitarias, indígenas y defensoras— en 
los mecanismos locales de prevención y 
resolución de conflictos, en línea con la 
agenda de Mujeres, Paz y Seguridad, 
reconociendo su rol no solo como población 
afectada sino como actoras clave en la 
mediación, cohesión social y construcción 
de confianza institucional. En términos 
estratégicos, una oportunidad central es 
consolidar una cartera conjunta “triple nexo” 
que conecte reducción de violencia (ODS 16), 
reducción de desigualdades territoriales y 
sociales (ODS 10) y prevención/atención de 
VBG y protección de mujeres y niñas (ODS 5), 
priorizando territorios de alta incidencia y 
corredores de movilidad, y vinculando 
inversión social con justicia local y 
mecanismos de mediación.
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En Honduras, consolidar el Estado de 
derecho es un desafío sistémico y, a la vez, 
una palanca con alto potencial para 
activar transformaciones compatibles con 
un desarrollo humano inclusivo, sostenible 
y resiliente. En un contexto de alta 
conflictividad y desigualdad estructural, 
fortalecer el Estado de derecho es esencial 
porque constituye la base para 
instituciones sólidas, justas y eficaces, y 
para políticas públicas equitativas y 
efectivas. Abordarlo habilita la capacidad 
estatal para ejecutar inversión pública con 
integridad, proveer justicia y seguridad con 
enfoque de derechos, fortalecer la 
participación ciudadana y el control social, 
y articular alianzas para financiar el 
desarrollo. Esto aceleraría el ODS 16 e 
impactaría ODS asociados a todas las 
dimensiones de la Agenda 2030. El III 
Informe Nacional Voluntario reconoce 
retrasos en la implementación de la 
Agenda 2030 en Honduras, derivados de 
multicrisis asociadas al debilitamiento del 
Estado de derecho, que ha deteriorado la 
calidad institucional, especialmente en 
seguridad (Gobierno de la República de 
Honduras y SPE, 2024).

Honduras aparece rezagada en métricas 
internacionales. En 2025, obtuvo un puntaje 
de 0.41 en el Índice de Estado de Derecho 
(World Justice Project, 2025), ubicándose 
en la posición 116 de 123 a nivel global y 27 
de 32 en ALC. El índice evalúa límites al 
poder gubernamental, ausencia de 
corrupción, gobierno abierto, derechos 
fundamentales, orden y seguridad, 
cumplimiento regulatorio, justicia civil y 
justicia penal. Honduras presenta puntajes 
críticos en justicia criminal (0.27), ausencia 
de corrupción (0.31), límites al poder 
gubernamental (0.37) y cumplimiento 
regulatorio (0.39). Entre 2015 y 2025 el 
índice promedió de 0.41 mostró cierta 
tendencia al deterioro respecto a 2015, 
aunque se observan mejoras en derechos 
fundamentales, orden y seguridad y 
justicia criminal en la última década.



En línea con lo anterior, el país es 
consistentemente clasificado como uno de 
los más corruptos en la región ALC y el 
mundo, sin mejoras notables (LAPOP, 2024; 
Transparency International, 2025). En el 
Índice de Percepción de la Corrupción (CPI), 
Honduras obtuvo 22/100 y se ubicó en el 
puesto 154 de 180 (Transparency 
International, 2025), con persistencia de la 
percepción de corrupción y tendencias al 
deterioro en la última década. Se estima que 
la corrupción representa un costo 
equivalente hasta una octava parte del PIB 
del país y afecta de manera 
desproporcionada a los sectores más 
vulnerables al minar la cobertura y calidad 
de servicios estatales esenciales 
(Transparency International, 2025).
Las debilidades del Estado de derecho se 
expresan de forma diferenciada pero 
interrelacionada en tres pilares: democracia 
inclusiva, justicia y seguridad ciudadana 
(PNUD, 2022a). La corrupción atraviesa estos 
tres pilares, debilitando la representación 
política, fomentando la impunidad y 
socavando la legitimidad institucional.

Democracia inclusiva  

La democracia canaliza el poder político 
mediante reglas legítimas, participación 
efectiva y mecanismos de control 
democrático (PNUD, 2022a). La democracia 
inclusiva implica que todas las personas, sin 
distinción de género, etnia, edad o condición 
socioeconómica, puedan participar e incidir 
en decisiones públicas. En Honduras, este 
pilar se debilita por prácticas históricas 
como caudillismo, clientelismo y 

personalismo (PNUD, 2022a), que 
distorsionan la representación y sustituyen 
ciudadanía de derechos por relaciones de 
dependencia política; favorecen captura 
institucional, reducen competencia basada 
en programas y debilitan la cultura de 
legalidad, creando un entorno propicio para 
la corrupción (PNUD, 2022a). Según 
Latinobarómetro (2024), la satisfacción con 
la democracia cayó de más del 60% en 2002 
a menos del 20% en 2024. En el mismo año, 
70.8% de la población creía que expresar 
opiniones acarrearía consecuencias 
negativas, 87.4% percibía las elecciones 
como fraudulentas y 82.7% desconfiaba del 
gobierno.
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Gráfico 2:
Porcentaje de personas que expresan

satisfacción con la democracia
(2001-2024)
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https://www.latinobarometro.org/odajds/
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Justicia

El segundo pilar es un sistema de justicia 
independiente, accesible y eficaz, capaz de 
garantizar igualdad ante la ley y sancionar 
abusos de poder. PNUD (2022a) documenta 
deterioro sostenido de la independencia 
judicial, asociado a nombramientos 
politizados, debilidad de la carrera judicial y 
presiones externas. Según Freedom House, la 
independencia judicial pasó de 2 a 1 (escala 
0–4) en 2014 y se mantuvo en 1 hasta 2021 
(PNUD, 2022a). En este pilar, corrupción y falta 
de transparencia se expresan como 
impunidad estructural: Honduras presenta 
uno de los niveles de impunidad más altos de 
la región, y se estima que entre 2014 y 2022 solo 
entre 3% y 8% de los delitos denunciados cada 
año resultaron en condenas (Monitor 
Centroamericano en LAPOP, 2024). Se suma la 
influencia de intereses privados y crimen 
organizado en agendas políticas y control de 
instituciones de justicia, descrita como 
cooptación que debilita capacidades 
estatales (PNUD, 2022a). Los bajos niveles de 
judicialización desincentivan la denuncia y 
alimentan el círculo vicioso de impunidad 
(PNUD, 2022a).

Para 2022, alrededor del 87% de los homicidios 
registrados no habían derivado en sanción 
efectiva, evidenciando debilidades en 
investigación y judicialización (CIDH, 2024). La 
situación es aún más grave en asesinatos de 
mujeres, personas defensoras de derechos 
humanos y personas LGBTQIA+, donde la 
impunidad sería mayor (CIDH, 2024), 
reflejando desprotección diferenciada y 
tolerancia institucional. Investigaciones 
recientes han evidenciado participación 
coordinada de empresarios, políticos y crimen 

organizado en asesinatos de defensores 
ambientales, mostrando cómo la impunidad 
normaliza la ilegalidad y perpetúa la 
vulnerabilidad de quienes protegen derechos, 
territorio y recursos naturales (Transparency 
International, 2025).

Entre 2014 y 2022
solo 3% y 8%
de los delitos
denunciados

cada año
en Honduras

resultaron
en condenas.
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La opacidad judicial, la falta de información 
accesible y la debilidad de controles internos 
limitan la vigilancia ciudadana y erosionan 
la confianza. Honduras presenta altos 
porcentajes de población que percibe que 
tribunales y sistemas judiciales no son 
imparciales ni resistentes a la corrupción 
(LAPOP, 2024). La confianza en el sistema de 
justicia para castigar culpables es baja 
(37%) y va en descenso; jóvenes, personas 
con mayor educación o riqueza y residentes 
urbanos tienden a confiar menos (LAPOP, 

2024). La percepción de que el acceso a 
justicia depende del poder económico, 
político o territorial refuerza exclusión y 
vulnerabilidad. Estos hallazgos reafirman 
que la ciudadanía asocia justicia con 
impunidad y baja transparencia, 
dificultando la legitimación institucional y 
restando apoyo a la democracia: la 
impunidad actúa como acelerador negativo 
que normaliza violencia, desalienta 
denuncia, reduce confianza y facilita captura 
de instituciones (PNUD, 2022a; LAPOP, 2024).

Fuente: Elaboración propia, 
Universidad de las Américas Puebla 

(2024)

Cuadro 1:

 Índice Global de Impunidad (IGI) 
Puntaje y ranking Honduras

(2024)

IGI 2024

PUNTAJE POSICIÓN

46.67 82

PUNTAJE POSICIÓN

59.69 68

IGI 2020
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Seguridad ciudadana

El tercer pilar del Estado de derecho se refiere 
a la capacidad del Estado para garantizar la 
seguridad ciudadana con apego a los 
derechos humanos y bajo control 
democrático. En Honduras se observan 
avances frágiles, con altos niveles de 
violencia, penetración del crimen organizado 
y debilidad de controles institucionales 
(PNUD, 2022a; PNUD, 2022d). En 2024, 
aproximadamente 30% de la población 
reportó haber sido, o tener parientes 
que fueron, asaltados, 
atacados o víctimas de 
crimen en los últimos 12 
m e s e s 
( Lat inobarómetro , 
2024). Más de una 
cuarta parte reportó 
como formas 
frecuentes la violencia 
en las calles, la 
violencia intrafamiliar 
contra las mujeres y las 
maras y pandillas; y 7 de 
cada 10 percibieron que la 
criminalidad aumentó mucho o algo 
(Latinobarómetro, 2024).

En síntesis, la fragilidad del Estado de 
derecho no es un fenómeno aislado ni 
estrictamente jurídico, sino un problema 
vinculado a déficits históricos de 
participación política y ciudadana, 
representación inclusiva y control social 
efectivo del poder público (PNUD, 2022a; 
PNUD, 2022c). Sin mejoras, no se ven viables 
transformaciones estructurales para un 
desarrollo inclusivo, resiliente y sostenible 
compatible con la garantía de derechos y 

bienestar. No abordar estos desafíos implica 
riesgos de escalamiento de violencia y 
desplazamiento, mayor debilitamiento de la 
legitimidad institucional, deterioro del clima 
de inversión y riesgos transfronterizos 
vinculados a trata, tráfico de personas y 
crimen organizado, con impactos severos 
sobre la vida y bienestar. 

Honduras cuenta con marcos normativos y 
políticas relevantes para prevenir y 
responder a la violencia (incluidas leyes 

sobre desplazamiento forzado 
interno, violencia doméstica y 

protección integral de niñez 
y adolescencia), 

instituciones con 
mandato claro en 
protección, justicia y 
derechos humanos, y 
articulación formal 
con la Red 

Humanitaria. No 
obstante, la capacidad 

institucional sigue 
limitada en lo operativo y 

presupuestario, sobre todo a 
nivel municipal y comunitario. 

Persisten brechas en la implementación 
efectiva de leyes, en la descentralización de 
servicios especializados (gestión de casos, 
salud mental, atención a sobrevivientes de 
VBG y casas refugio) y en la generación de 
información oficial actualizada, lo que 
reduce la capacidad estatal de respuesta 
sostenida y preventiva frente a la violencia y 
el desplazamiento (OCHA, s.f.). 

El tercer pilar del Estado de 
derecho se refiere a la capacidad 
del Estado para garantizar la 

seguridad ciudadana con apego 
a los derechos humanos y bajo 
control democrático...este pilar 

muestra en Honduras una 
trayectoria de avances frágiles...



el Sistema Nacional de Protección, CONADEH 
y CONAPREV), junto con reforma del servicio 
civil y transformación digital, acompañadas 
por descentralización, planificación y 
participación ciudadana.

Honduras reafirmó el compromiso de la 
Agenda 2030 de fortalecer el Estado y 
combatir la corrupción (Gobierno de la 
República de Honduras y SPE, 2024) e 
impulsó esfuerzos como la derogación en 
2022 de la Ley de Clasificación de 
Documentos Públicos, la creación de la 
DIPAMPCO, la elaboración de la ENTAH y la 
instalación de comisiones y mecanismos de 
diálogo para reducir la conflictividad 
(Gobierno de la República de Honduras y SPE, 
2024).
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Desde una perspectiva de derechos 
humanos, la persistencia de la pobreza y 
las brechas sociales en Honduras vulnera el 
derecho a un nivel de vida adecuado, la 
educación, la salud, la vivienda y la 
participación plena en la sociedad, 
perpetuando la exclusión, la discriminación 
y la falta de oportunidades para los grupos 
más desfavorecidos. Abordar la pobreza y 
las desigualdades responde a un 
imperativo ético y legal y contribuye a la 
cohesión social, la justicia y la construcción 
de sociedades más equitativas, inclusivas y 
sostenibles.

Reducir la pobreza continúa siendo uno de 
los principales desafíos estructurales del 
desarrollo hondureño. En 2024, la pobreza 
monetaria afectó al 63% de los hogares 
(40% en pobreza extrema y 23% en pobreza 
relativa) (INE, 2024a), ubicándose entre las 
más altas de América Latina (SERNA, 
2024a). Esta incidencia se ha mantenido 
relativamente estable durante las últimas 
décadas, con promedios de 62% entre 
2005–2014 y 64% entre 2015–2024 (INE, 
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2024b). A pesar de las importantes 
reducciones de la pobreza en el contexto 
de la recuperación económica (11 puntos 
porcentuales desde 2021 a 2024), la tasa de 
pobreza monetaria todavía es superior al 
59% registrado en 2019, previo a la 
pandemia. 

La pobreza afecta de forma 
desproporcionada a ciertos grupos 
poblacionales, resultado de la intersección 
de variables territoriales y 
sociodemográficas como el sexo, la edad y 
el origen étnico. La pobreza extrema 
continúa siendo significativamente mayor 
en áreas rurales, con brechas cercanas a 18 
puntos porcentuales; aunque esta 
diferencia se redujo respecto a los 36 pp de 
2019, ello obedece en parte al incremento 
de la pobreza extrema urbana entre 2019 y 
2024, asociado a procesos de urbanización 
acelerada, desplazamiento interno y 
migración, en un contexto de mercados 
laborales altamente informales. Los niños, 
niñas y adolescentes, así como los pueblos 
indígenas y afrohondureños, registran 
incidencias de pobreza superiores al 70%.

Todas las personas
 tiene derecho
a un nivel de vida
adecuado,
a la educación,
la salud, la vivienda
y la participación
plena en sociedad.



En el marco de los compromisos asumidos 
con el ODS 1, Honduras se propuso reducir la 
pobreza en 15 puntos porcentuales para 
2027 (Gobierno de la República de Honduras 
y SPE, 2024). Sin embargo, las trayectorias 
observadas evidencian la necesidad de 
intensificar los esfuerzos mediante políticas 
públicas más integrales, con enfoques 
universales de protección social y atención 
prioritaria a territorios y grupos 
históricamente excluidos.

La protección social no contributiva enfrenta 
retos normativos, financieros y de diseño que 
limitan su cobertura y sostenibilidad. Existen 

prestaciones sin respaldo legal suficiente, y 
la declaración de inconstitucionalidad de la 
Ley Marco de Protección Social en 2022 
generó un vacío normativo que exige una 
nueva legislación integral y universal (OIT, 
2025). El gasto en protección social se 
mantiene bajo en proporción al PIB, lo que 
limita la adecuación de las prestaciones y su 
capacidad para prevenir la pobreza a lo 
largo del ciclo de vida (Naciones Unidas, s.f.), 
en un contexto de restricciones fiscales y alta 
dependencia de financiamiento externo 
(SNU, 2021).

34

80

70

60

50

40

30

20

10

0

Ppobreza
extrema

Ppobreza
relativa

Total
pobreza

Total

Ppobreza
extrema

Ppobreza
relativa

Total
pobreza

Urbano

Ppobreza
extrema

Ppobreza
relativa

Total
pobreza

Rural

37
40

23 23

59
63

2019 2024

21

33 31 30

53

63
57

51

11
13

68
63

Ta
sa

 d
e 

po
br

ez
a 

m
on

et
ar

ia
 (

%
de

 h
og

ar
es

)

Fuente: Elaboración propia, base INE (2019 y 2024a)

Gráfico 3:
Tasa de pobreza total, relativa
y extrema por área geográfica
(comparación punto a punto, 2019-2024)



Asimismo, la elevada exposición a shocks 
climáticos subraya la necesidad de sistemas 
de protección social adaptativos, articulados 
con la gestión del riesgo y la resiliencia 
territorial, compatibles con el enfoque de triple 
nexo humanitario–desarrollo–paz.

Un componente aún insuficientemente 
integrado es el sistema nacional de cuidados. 
La evidencia regional muestra que la 
organización social del cuidado influye 
directamente en la participación económica 
femenina y la reducción de la pobreza. En 
Honduras, las mujeres dedican en promedio 
14.3 horas semanales al trabajo remunerado, 
frente a más de 20 horas en países como 
México o Chile (CEPAL, 2023), y el 42.6% de las 
mujeres fuera del mercado laboral se dedica al 

trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado (CEPAL, 2025b). A pesar de 
avances normativos incipientes, el país carece 
de un sistema integral institucionalizado y con 
financiamiento sostenible.

El sector educativo constituye uno de los 
principales factores que limitan el crecimiento 
de largo plazo. Honduras presenta rezagos 
significativos en cobertura y calidad. La tasa 
bruta de inasistencia escolar de la población 
de 3 a 17 años alcanza 24,5% a nivel nacional, 
con mayores incidencias entre personas 
pobres, en zonas rurales, y entre personas con 
discapacidad. La cobertura educativa neta en 
el grupo etaria de 3 a 17 se estima en 60.9% (INE, 
2024d), lo que implica que 4 de cada 10 niños, 
niñas y adolescentes están fuera de la escuela 
o del nivel educativo correspondiente. En 2023, 
las tasas de cobertura neta fueron de 33% en 
educación pre-básica, 84% en I y II ciclo de 
básica, 47% en III ciclo y 25% en educación 
media (Gobierno de la República de Honduras 
y SPE, 2024). En 2024, la tasa de niñez y 
adolescencia fuera de la escuela fue de 32.5%, 
la más alta entre los países con datos 
disponibles (UIS, 2025).

60.9%

59.5% 62.3%

35

Acceso a la Educación:
3 a 17 años de edad.

cobertura
educativa
neta

4 de cada
10 niños, niñas

y adolescentes
están fuera

de la escuela
o del nivel adecuado
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La baja calidad de los aprendizajes responde 
a causas sistémicas. Los resultados del a 
prueba UNESCO ERCE muestran que solo el 
16.2% del estudiantado de sexto grado 
alcanza niveles mínimos en lectura, el 11.2% 
en matemática y el 11.8% en ciencias 
(UNESCO, 2021), en un contexto caracterizado 
por aulas sobrepobladas (28.9 estudiantes 
por docente), debilidades en la formación 
docente y escaso acompañamiento 
pedagógico. Más del 75% de los centros 
educativos requiere intervenciones en agua 
e infraestructura y el índice de calidad de 
infraestructura es de apenas 49.5% (UNICEF, 
2022). Solo el 7% de los centros cuenta con 
conectividad significativa y cerca del 15% 
dispone de aulas tecnológicas funcionales 
(CONATEL, 2024).

En 2023, el Fondo Hondureño de Inversión 
Social (FHIS) ejecutó aproximadamente 
L1.100 millones en infraestructura educativa, y 
el presupuesto de la Secretaría de Educación 
aumentó 13.6%, alcanzando L38,109.5 
millones (4,5% del PIB). No obstante, persisten 
desafíos para utilizar estos recursos de 
manera más efectiva (Naciones Unidas, s.f.). 
A ello se suman los impactos de la violencia 
y el desplazamiento forzado, que 
reconfiguran la escuela como un espacio de 
riesgo, afectando el acceso, la permanencia 
y el bienestar de estudiantes y docentes 
(UNICEF, 2022). En 2022 se aprobó la Ley para 
la Prevención, Atención y Protección de 
Personas Desplazadas Internamente, pero 
su falta de reglamentación ha limitado su 
implementación efectiva.

La seguridad alimentaria constituye otro eje 
crítico para la estabilidad nacional. La 
pobreza extrema afecta al 40% de los 

hogares hondureños, equivalentes a 
aproximadamente 4 millones de personas 
sin ingresos suficientes para cubrir una 
canasta básica de alimentos (INE, 2024a). 

Para 2025, se estima que el 38% de los 
hogares enfrentará algún grado de 
inseguridad alimentaria, particularmente en 
zonas rurales, fenómeno exacerbado por el 
cambio climático y los daños recientes a las 
cosechas. La inseguridad alimentaria, 
combinada con pobreza, violencia y 
choques climáticos, incrementa el 
desplazamiento forzado y la migración 
irregular, y refuerza la importancia de 
sistemas alimentarios resilientes como parte 
del nexo humanitario–desarrollo–paz.

Finalmente, el sector salud enfrenta 
problemas de fragmentación institucional y 
escasa accesibilidad. El 17% de la población 
no tiene acceso regular a servicios médicos, 
y el gasto público en salud asciende a 3.4% 
del PIB, por debajo del 6% recomendado 
(OPS/OMS, 2025). La limitada disponibilidad 
de personal, infraestructura y equipamiento, 
especialmente en zonas rurales, se suma a 
una demanda creciente asociada al 
envejecimiento poblacional, las 
enfermedades crónicas, la violencia, los 
desplazamientos y los efectos del cambio 
climático. En este contexto, se plantea la 
transición hacia un modelo centrado en la 
atención primaria, el fortalecimiento de la 
salud mental y la gestión de riesgos, y el 
aprovechamiento de la digitalización como 
complemento —no sustituto— de las 
inversiones estructurales del sistema 
sanitario.
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La persistencia de la pobreza y las 
desigualdades evidencia la necesidad de 
intensificar y profundizar los esfuerzos y de 
avanzar hacia políticas públicas más 
integrales y universales, especialmente en 
protección social. El documento subraya la 
urgencia de sistemas adaptativos 
compatibles con el enfoque de triple nexo, 
así como la institucionalización de un 
sistema nacional de cuidados para reducir 
desigualdades estructurales de género. En 
educación, se destaca que los rezagos 
requieren transformaciones estructurales en 
financiamiento y gobernanza para avanzar 
en el ODS 4.

En seguridad alimentaria y salud, se enfatiza 
fortalecer la gobernanza, el financiamiento 
sostenible y la atención primaria, con un 
enfoque explícito de derechos humanos y de 
no dejar a nadie atrás.
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Capítulo 4.
La transformación de la economía: 

productividad y manejo sostenible del 
territorio



En Honduras, la economía se ha 
posicionado desde 2018 como la principal 
preocupación de la ciudadanía. En 2023, 
más de la mitad de la población (51%) 
identificó los problemas económicos como 
los más graves del país, un aumento desde 
2021 (43%) (LAPOP, 2024). Otras encuestas 
indican que 57% de los hondureños 
considera que la situación de la economía 
es mala o muy mala, reflejado en 
inquietudes sobre su desempeño general, 
el desempleo y la inestabilidad laboral, así 
como la percepción de una inequitativa 
distribución del ingreso (Latinobarómetro, 
2024). Esto da cuenta de los persistentes 
desafíos en pobreza, desigualdad y calidad 
del empleo, y de la vulnerabilidad de los 
hogares ante crisis externas.

Honduras se clasifica como país de ingreso 
mediano bajo, con un ingreso nacional 
bruto (INB) per cápita cercano a USD 3,300 
(Banco Mundial, 2024). Su desempeño 
económico ha estado condicionado por un 
patrón de crecimiento de bajo dinamismo 
y vulnerabilidad a choques externos, y la 
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evolución reciente confirma una 
recuperación tras la pandemia y eventos 
climáticos extremos de 2020 (tormentas 
Eta e Iota). Entre 2015–2019, el PIB real creció 
en promedio 3.8%; en 2020 se contrajo 9.0%, 
con un rebote de 12.6% en 2021, seguido por 
4.1% en 2022, 3.6% en 2023, 3.6% en 2024 y 
proyecciones de 3.5% para 2025 (Gobierno 
de la República de Honduras y SPE, 2024; 
CEPR, 2025; BCH, 2025). Este crecimiento fue 
impulsado principalmente por el consumo 
privado asociado a las remesas y por una 
evolución moderada de la inversión, 
mientras la inflación descendió y se 
mantuvo dentro de rangos compatibles 
con estabilidad de precios (FMI, 2025).

Más de la mitad
de la población (51%)  identifica
los problemas económicos
como los más graves del país en 2023.

La economía se ha posicionado
desde 2018 como la principal
preocupación de la ciudadanía. 
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La estructura productiva muestra una 
transición hacia una economía terciarizada 
sin consolidar un proceso de 
industrialización. Las ramas del sector 
terciario ya superan el 70% del PIB, en 
contraste con la reducción relativa de los 
sectores primario y secundario. Según el FMI 
(2025), la dinámica continuó 
concentrándose en servicios, comercio y 
agricultura de exportación —en particular el 
café—, mientras la maquila y algunas 
actividades manufactureras registraron un 
desempeño más débil. Honduras mantiene 
además una posición baja en el Índice de 
Complejidad Económica, reflejando una 
estructura exportadora poco diversificada y 
con escaso contenido tecnológico y de 
conocimiento: en 2023, con un puntaje de 
-0.51, se ubicó en el puesto 92 de 145 
economías (Harvard Growth Lab, 2025).

El mercado laboral refleja estas limitaciones. 
Aunque la tasa oficial de desempleo no es 
relativamente alta, ello constituye una ilusión 
estadística que oculta la escasez de 
empleos de calidad. En 2024, la ocupación 
informal ascendió a 75%: tres cuartas partes 
de los empleos no están regulados ni 
protegidos, y no ofrecen seguro social, 
prestaciones, contratos escritos, estabilidad 
laboral o pensiones (INE, 2024c). En este 
contexto, se requieren políticas integradas 
que combinen impulso a la productividad, 
estrategias de tránsito a la formalidad, 
fortalecimiento de la protección social y 
expansión de la economía del cuidado, con 
enfoque de género y de derechos humanos, 
apoyadas en el diálogo social y una 
articulación más eficaz entre inversión 
pública, cooperación internacional y 
capacidades institucionales (OIT, 2025; ONU 

Mujeres, 2025). La vulnerabilidad es 
particularmente alta para mujeres y jóvenes: 
la participación femenina es 
significativamente menor que la masculina 
por la carga de cuidados no remunerados y 
la segregación ocupacional; en 2024, la 
desocupación de jóvenes de 18 a 30 años fue 
8.7%, 3.5 pp por encima del promedio 
nacional. Las comunidades indígenas y 
afrohondureñas también presentan tasas 
de subempleo superiores a la media 
nacional.
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La transformación digital es una 
oportunidad y un factor de riesgo. La 
conectividad muestra alta penetración de 
telefonía móvil (93.4% de hogares), pero baja 
disponibilidad de computadoras (15.5%) (INE, 
2025c). En 2024, 65.2% de la población de 15 
años y más tuvo acceso a internet, con 
rezagos más pronunciados entre personas 
con discapacidad, poblaciones rurales y 
pueblos indígenas y afrohondureños (INE, 
2024a).

La aceleración tecnológica, sin políticas de 
habilidades, cuidados y formalización, 
puede aumentar segmentación y 
precariedad.

Otra característica central es la 
dependencia de remesas. En 2024, las 
remesas representaron más de 25% del PIB, 
ubicando a Honduras entre los países con 
mayor dependencia en ALC. Han operado 
como estabilizador externo y ancla del 
consumo privado, reforzando liquidez y 
amortiguando choques, pero profundizando 
un patrón de crecimiento liderado por 
demanda y dependiente del ciclo laboral, 
regulatorio y migratorio de Estados Unidos. El 
BCH (2024) advierte que las remesas son 
vulnerables a factores externos 
(endurecimiento migratorio o 
desaceleración en EE. UU.), introduciendo un 
riesgo sistémico si no se diversifican fuentes 
de divisas e ingresos. Sin instrumentos que 
orienten una mayor fracción hacia inversión, 
capital humano y formalización, puede 
persistir un equilibrio de baja transformación 
productiva: alto consumo financiado 
externamente, déficit comercial estructural y 
migración como válvula de ajuste (BCH, 

2024).
La relación entre economía y territorio es 
determinante. Honduras es el país más 
montañoso de Centroamérica, con más del 
70% del territorio con pendientes superiores a 
15 grados (ONU-Habitat, 2024; SERNA, 2024b), 
lo que puede limitar expansión de 
infraestructura, elevar costos logísticos y 
condicionar el uso productivo del suelo. El 
Valle de Sula y el Distrito Central concentran 
una parte sustantiva del PIB, infraestructura 
logística, servicios avanzados e inversión 
extranjera directa, mientras amplias zonas 
rurales y ciudades intermedias permanecen 
excluidas de los principales circuitos 
económicos (ONU-Habitat, 2024), lo que se 
refleja en pobreza y desigualdad. Además, el 
rápido y no planificado proceso de 
urbanización ha llevado a niveles 
alarmantes de residuos sólidos, afectando 
ecosistemas y recursos hídricos y 
provocando riesgos ambientales, sanitarios 
y socioeconómicos.

La gestión de recursos naturales y la crisis 
climática condicionan la sostenibilidad. 
Honduras presenta los escenarios más 
agudos de sequía en Centroamérica para 
2050 y 2080 (PER, 2021 en ONU-Habitat, 2024), 
con mayor vulnerabilidad en el Corredor 
Seco (33 municipios), y es uno de los países 
más vulnerables del mundo a huracanes, 
inundaciones, sequías y olas de calor. Esta 
vulnerabilidad amplifica tensiones sociales y 
económicas; desde el triple nexo, los 
impactos climáticos y territoriales generan 
pérdidas económicas y alimentan 
desplazamiento interno y migración forzada. 
Según SERNA (2024a), sequías prolongadas, 
inundaciones y degradación ambiental se 



asocian a la movilidad humana, reforzando 
círculos de inseguridad alimentaria, pobreza 
y exclusión, con efectos diferenciados en 
mujeres, niñas, niños y jóvenes, que exigen 
respuestas de corto, mediano y largo plazo. 
Para transformar estas relaciones, se 
requiere un enfoque integrado que vincule 
adaptación climática con planificación 
productiva y desarrollo regional, reducción 
de desigualdad y fomento de resiliencia.
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que vincule adaptación climática con planificación productiva y 

desarrollo regional, reducción de desigualdad y fomento de resiliencia.
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Capítulo 5.
Asuntos emergentes para el desarrollo de Honduras



Aunque la movilidad humana en Honduras 
es consecuencia directa de desafíos 
estructurales persistentes —pobreza, 
desigualdad, falta de oportunidades 
laborales y violencia—, su carácter 
emergente se explica por su papel como 
válvula de ajuste frente a crisis sociales y 
económicas y por su alta sensibilidad tanto 
a condiciones internas como a cambios en 
políticas migratorias externas. Esta 
sensibilidad la convierte en un fenómeno 
dinámico y estratégico, capaz de 
amplificar o mitigar efectos de problemas 
estructurales y de generar presiones 
adicionales sobre sistemas de protección 
social, el mercado laboral y la cohesión 
comunitaria, especialmente cuando se 
cruza con desigualdades de género, edad, 
discapacidad, pertenencia étnica y 
territorialidad, por lo que requiere 
respuestas integrales y adaptativas en 
sintonía con “no dejar a nadie atrás”.

En Honduras, la movilidad humana se 
manifiesta en migración internacional, 
retorno, desplazamiento forzado, interno y 
externo, refugio y asilo y movimientos 
mixtos, activándose y transformándose 

ante crisis económicas, políticas y sociales, 
eventos climáticos extremos o cambios en 
regulaciones migratorias de países de 
destino. 

Muchos ciudadanos han optado por 
emigrar por escasez de empleo, bajos 
ingresos, inseguridad, violencia de género y 
desastres climáticos, con Estados Unidos y 
España como principales destinos (OIM, 
2025c). Sin embargo, el país enfrenta 
nuevas presiones porque esta vía se ha 
estrechado por el endurecimiento reciente 
de políticas de inmigración de Estados 
Unidos, el aumento de deportaciones y 
restricciones en la evaluación de 
solicitantes de asilo.

El retorno constituye una presión sostenida 
por su volumen y por la complejidad de la 
reintegración socioeconómica, cuya 
efectividad puede ser decisiva para reducir 
nuevos intentos. Entre enero de 2023 y 
diciembre de 2025, se estima que 
retornaron alrededor de 140,000 personas 
(75.1% hombres y 24.9% mujeres) (SEDESOL, 
2026).  En enero–diciembre de 2025 se 
registraron 41,110 retornos (85.4% hombres y 
14.6% mujeres), frente a 44,549 (72.3% 
hombres y 27.7% mujeres) en 2024 
(SEDESOL, 2026). Estas magnitudes, aun con 
reducciones interanuales, no implican 
menor complejidad: el retorno ocurre sobre 
un tejido social con necesidades 
humanitarias y de protección significativas, 
estimándose que en 2026 hay 
aproximadamente 1.4 millones de personas 
en necesidad humanitaria.
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La composición por sexo y edad reitera la 
importancia de abordajes diferenciados, 
especialmente para NNA y mujeres, pero la 
incorporación sistemática de un enfoque 
diferenciado sigue siendo limitada, 
particularmente para mujeres y personas 
LGBTQIA+, cuyas necesidades específicas de 
protección, salud, medios de vida y 
acompañamiento psicosocial continúan 
deficientemente atendidas (CDM, 2023; 
WOLA, 2025).

El desplazamiento interno es un componente 
central —aunque frecuentemente 
invisibilizado— y debe analizarse de manera 
integrada con migración y retorno. La 
evidencia muestra que conflictividad, 
choques climáticos y crisis recurrentes 
generan presiones significativas de 
movilidad interna en territorios expuestos a 
violencias o eventos extremos 
(inundaciones, sequías y deslizamientos). Se 
estima que 1.2 millones de personas viven en 
zonas de riesgo climático, con alta 
probabilidad de verse forzadas a 
desplazarse ante eventos extremos 
(Gobierno de la República de Honduras y SPE, 
2024). El desplazamiento interno vulnera 
derechos (integridad y seguridad física, 
vivienda adecuada, seguridad alimentaria, 
acceso a servicios) y actúa como precursor 
de la salida del país al erosionar medios de 
vida y redes de protección locales; también 
se vincula con retorno y tránsito. Personas 
con movimientos previos por pérdida de 
cosechas, vivienda o empleo presentan 
mayores probabilidades de intentar 
migración internacional irregular; y cuando 
retornan forzosamente, lo hacen a 
comunidades debilitadas por pobreza o 

violencia, reduciendo las posibilidades de 
reintegración sostenible. Desde una 
perspectiva de desarrollo, el desplazamiento 
y la migración internas profundizan 
interrelaciones con pobreza y desigualdad 
territorial: suelen concentrarse en zonas  
urbanas o periurbanas con limitada 
capacidad de absorción, incrementando la 
presión sobre servicios públicos, empleo 
informal y vivienda precaria.

Estos cambios impactan el mercado laboral 
por la oferta (salida de trabajadores y 
retorno con experiencias heterogéneas) y 
por la demanda (reacomodo en asignación 
de factores y necesidades de reinserción). 
Actores empresariales e institucionales 
identifican “fuga de talento humano” en 
sectores con alta demanda de 
competencias técnicas (OIM, 2025c), lo cual 
puede elevar costos de contratación y limitar 
crecimiento sectorial. En construcción se 
reporta falta de obreros calificados por 
emigración de maestros de obra y operarios, 
con presiones al alza sobre salarios y 
persistencia de rotación (OIM, 2025c). En 
agricultura, las condiciones precarias 
impulsan la emigración y generan escasez 
de personal para labores de temporada, con 
vacantes sin cubrir (OIM, 2025c).

Otro asunto emergente es el deterioro del 
entorno de financiamiento para el desarrollo. 
A nivel global se observan ajuste fiscal, 
aumento de costos de refinanciamiento, 
mayor carga del servicio de deuda y 
reducción de la asistencia oficial para el 
desarrollo (AOD/ODA); Honduras no es un 
país con dependencia absoluta de ODA, 
pero en contextos donde convergen 
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vulnerabilidad socioeconómica, violencia, 
movilidad humana y exposición a eventos 
climáticos extremos, la cooperación 
internacional ha sido clave para integrar 
respuesta de corto plazo e inversión de largo 
plazo. Por ello, la tendencia global puede 
generar impactos negativos e indirectos: (i) 
la disminución mundial de ODA, 
especialmente por canales multilaterales, 
tiende a aumentar el costo y limitar el 
acceso a financiamiento concesional 
incluso para países de ingreso medio; (ii) 
aunque la ODA es relativamente pequeña, 
en 2022 y 2023 representó 2.7% y 1.7% del 
ingreso nacional bruto, respectivamente 
(Banco Mundial, s.f.), y resulta especialmente 
importante por su composición y uso 
estratégico, concentrándose en bienes 
públicos como fortalecimiento institucional, 
sistemas estadísticos, planificación, políticas 
de igualdad de género, derechos humanos, 
prevención de violencia y gestión de riesgos 
climáticos; (iii) la contracción de 
cooperación puede afectar el entorno 
macrofiscal al intensificar competencia por 
recursos concesionales, reforzar selectividad 
geopolítica y provocar reasignaciones de 
portafolios que perjudiquen a países con alta 
exposición a choques climáticos, 
desigualdad persistente y dependencia de 
remesas, lo que puede traducirse en mayor 
volatilidad financiera, mayores primas de 
riesgo y menor capacidad de absorber 
choques sin frenar el desarrollo social; y (iv) 
la reducción de flujos de cooperación 
impacta directamente la integración 
humanitaria–desarrollo–paz, al dispersar 
respuestas, aumentar la carga fiscal en 
emergencias y limitar la capacidad de 
proteger a grupos más rezagados, 

especialmente mujeres, niñas, pueblos 
indígenas y población rural.

En Honduras, las limitaciones del espacio 
fiscal se asocian a una estructura tributaria 
regresiva y alta dependencia de ingresos 
indirectos: en 2024 se registró recaudo de 
43.1% del impuesto sobre venta, 7.5% de 
impuesto a los combustibles, 5.0% de 
impuesto a las importaciones, 3.0% de tasa 
de seguridad, 30% del impuesto sobre la 
renta y 11.5% de otros; además, una baja 
presión fiscal (17.5% en 2024 y proyectada 
alrededor del 17% para 2025–2029) y 
rigideces del gasto (Naciones Unidas, s.f.; 
SEFIN, s.f.).
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La deuda pública es un componente central 
del financiamiento y del riesgo macrofiscal. 
Según el Banco Mundial (2022), en la última 
década Honduras se benefició de una 
gestión macroeconómica prudente basada 
en la Ley de Responsabilidad Fiscal, reflejada 
en bajos déficits y niveles de deuda. Al cierre 
de 2024, el déficit del Sector Público No 
Financiero (SPNF) alcanzó 1% del PIB y se 
redujeron los saldos de deuda del SPNF a 
44.9% del PIB en 2024 (45.1% en 2023), 
cumpliendo metas previstas (SEFIN, s.f.). Esta 
prudencia es fundamental para preservar 
estabilidad macroeconómica, sostenibilidad 
de deuda y acceso a financiamiento 
concesional ante alta vulnerabilidad a 
choques externos y desastres naturales; sin 
embargo, se vuelve problemática cuando 
interactúa con necesidades sociales 
profundas y persistentes —altos niveles de 
pobreza, informalidad y brechas 
estructurales en salud, educación y 
protección social—, porque la rigidez de 
metas fiscales y límites al déficit puede 
restringir la capacidad del Estado para 
inversiones sociales sostenidas esenciales 
para expandir servicios, formar capital 
humano y reducir desigualdades.

Esto plantea un dilema para el desarrollo. 
Una prudencia excesiva puede limitar el 
crecimiento y restringir la ampliación de la 
base tributaria, afectando la sostenibilidad 
fiscal de largo plazo; y una inversión social 
insuficiente puede reproducir desigualdades 
estructurales (OCDE et al., 2024), reducir 
productividad, aumentar vulnerabilidad y 
presionar crecientemente el gasto público. 
En la coyuntura global, esto refuerza la 
urgencia de avanzar simultáneamente en 

movilización de recursos internos, mejora de 
eficiencia y progresividad del gasto, 
diversificación de instrumentos financieros y 
fortalecimiento de alianzas multilaterales.
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El balance del avance de los ODS en 
Honduras muestra una trayectoria mixta, 
con progresos medibles en algunos 
indicadores y rezagos persistentes que 
limitan transformaciones sostenidas hacia 
2030. En el período reciente se observan 
avances relevantes, como la reducción de 
la pobreza extrema de 54% en 2021 a 42% en 
2023, la ampliación de la cobertura 
energética y mejoras graduales en 
conectividad digital y acceso a ciertos 
servicios básicos. Asimismo, se registran 
progresos en la formulación de políticas 
públicas alineadas con la Agenda 2030 y en 
la articulación interinstitucional y 
multisectorial reportada en el III Informe 
Nacional Voluntario. No obstante, la 
disponibilidad y calidad de los datos revela 
limitaciones: una proporción importante de 
indicadores carece de series completas o 
líneas de base consolidadas, dificultando el 
seguimiento integral y oportuno; y las 
brechas en datos desagregados por sexo, 
edad, discapacidad, etnia y territorio limitan 
la identificación de desigualdades y el 
diseño de políticas adecuadas para 
mujeres y otros grupos vulnerables.

La pobreza y la desigualdad siguen entre los 
principales retos estructurales. En 2024, el 
63% de los hogares se encontraba en 
pobreza monetaria (40% pobreza extrema y 
23% pobreza relativa), evidenciando 
insuficiencia de ingresos para cubrir una 
canasta básica ampliada. La pobreza tiene 
un marcado carácter territorial y 
poblacional: en zonas rurales, la pobreza 
extrema supera a la urbana en alrededor de 
18 puntos porcentuales, y afecta de manera 
desproporcionada a niños, niñas y 
adolescentes y a pueblos indígenas y 

afrohondureños, con incidencias superiores 
al 70%.

Persisten brechas clave en educación, 
seguridad alimentaria, salud y servicios 
básicos, y los rezagos en educación y 
empleo refuerzan la exclusión 
intergeneracional. La inasistencia escolar 
alcanza 24.5% (3 a 17 años), con valores 
más altos entre hogares pobres, 
poblaciones rurales, personas con 
discapacidad y PIAH. El promedio nacional 
de escolaridad de la población en edad de 
trabajar es de 7.4 años, por debajo del 
estándar regional y la meta de 13 años 
obligatorios, y desciende a 6 años en zonas 
rurales.

En salud, los avances en cobertura 
coexisten con desigualdades en acceso 
efectivo, calidad y resultados heterogéneos. 
Las debilidades del sistema público se 
expresan en brechas persistentes en 
infraestructura, disponibilidad de personal 
(muy inferior a promedios regionales), 
acceso a medicamentos esenciales y 
servicios de atención primaria y preventiva. 
Estas limitaciones se agravan por 
determinantes sociales como la violencia, 
que incrementa la carga de enfermedades 
y servicios hospitalarios y presiona la 
capacidad de respuesta del sistema de 
salud. En 2024, con un valor de 4.7 por cada 
100,000 habitantes, continúa 
posicionándose como una de las más altas 
de la región. En estos contextos, las mujeres 
—particularmente las mujeres pobres— 
enfrentan mayores barreras de acceso a 
servicios de salud sexual y reproductiva.
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El acceso a agua, saneamiento, energía y 
vivienda adecuada dista de ser universal y 
mantiene desigualdades territoriales y 
poblacionales. En 2024, el 15% de los hogares 
presentaba acceso inadecuado a agua y 
saneamiento y el 14% vivía en hacinamiento; 
estas privaciones no se concentran 
exclusivamente en hogares pobres, 
evidenciando déficits estructurales, aunque 
afectan con mayor intensidad a zonas 
rurales. La falta de acceso sostenido a 
servicios básicos impacta salud, educación, 
seguridad alimentaria y productividad, y 
limita el ejercicio efectivo de derechos.

Las barreras estructurales se reflejan en un 
mercado laboral excluyente y segmentado. 
Las mujeres presentan bajas tasas de 
participación económica, alta segregación 
ocupacional y brechas de ingresos; y los 
jóvenes registran las tasas más altas de 
desocupación (8,7% entre jóvenes 18 y 30 
años), subempleo (50,4%) e informalidad. 
Estas brechas se vinculan a la distribución 
desigual del trabajo de cuidados no 
remunerado, barreras de acceso a activos 
productivos, financiamiento y formación 
técnica, y entornos laborales que 
reproducen discriminación y segmentación 
ocupacional.

La relación entre economía y territorio revela 
patrones poco sostenibles que amplifican 
vulnerabilidades y riesgos climáticos: 
concentración productiva e inversión en 
corredores urbanos e industriales, con zonas 
rurales, fronterizas y periféricas rezagadas en 
desarrollo humano, infraestructura y 
capacidades institucionales. La expansión 
extensiva de agricultura y ganadería, junto 
con actividades mineras y extractivas, 

presiona ecosistemas (deforestación, 
degradación de suelos, contaminación de 
agua y conflictos por uso y control del 
territorio), superponiéndose con pobreza 
rural y dependencia de medios de vida 
sensibles al clima. Se suma una urbanización 
acelerada y no planificada, con 
asentamientos informales, acumulación 
crítica de residuos sólidos y mayor 
exposición de la población urbana pobre a 
riesgos sanitarios y ambientales.

La conflictividad opera como nudo 
estructural porque refuerza fallas 
político-institucionales y socioeconómicas, 
condicionando la capacidad estatal para 
garantizar derechos y proveer bienes 
públicos equitativamente. La debilidad del 
Estado de derecho, la rendición de cuentas 
limitada, la baja confianza ciudadana y 
restricciones de acceso a justicia favorecen 
impunidad y resolución violenta o informal 
de disputas, interactuando con 
conflictividad socioeconómica marcada por 
pobreza y exclusión y ampliando exposición 
a violencia, economías ilegales y migración 
forzada.
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En 2024, el 63% de los hogares se 
encontraba en situación de pobreza 
monetaria.



Los desafíos emergentes añaden 
complejidad: intensificación del cambio 
climático y alta exposición a eventos 
extremos con efectos regresivos sobre 
hogares pobres e impactos diferenciados en 
mujeres —especialmente rurales e 
indígenas—; dinámicas de movilidad 
humana que reconfiguran necesidades de 
protección social, servicios y gobernanza 
territorial; restricciones crecientes de 
financiamiento; y expansión de narrativas 
contrarias a derechos humanos e igualdad 
de género que pueden debilitar avances 
normativos y sistemas de prevención y 
respuesta frente a la VBG.

En este contexto, las implicaciones para el 
Sistema de Naciones Unidas en Honduras 
son claras: profundizar un enfoque integral 
que combine aceleración de los ODS con 
una lectura explícita de derechos humanos, 
igualdad de género y no dejar a nadie atrás, 
priorizando cuellos de botella estructurales y 
sus interacciones. Fortalecer el triple nexo 
humanitario–desarrollo–paz para responder 
a crisis recurrentes sin perder soluciones de 
mediano y largo plazo, promoviendo 
resiliencia, prevención de conflictos y 
capacidades institucionales sostenibles.

Y apoyar al Estado en la mejora de sistemas 
de información, planificación y 
financiamiento, y en la articulación territorial 
de políticas públicas sensibles a 
desigualdades interseccionales y brechas 
estructurales de género.
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Los avances son reales, pero no serán sostenibles mientras persistan las brechas estructurales 
en pobreza, educación, empleo, salud y acceso a oportunidades.
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